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			1. Del Desastre a la Primera Guerra Mundial, 1898-1914

			1. Luces y sombras del sistema de la Restauración

			El cuarto de centuria anterior al inicio del siglo XX contempló la creación, consolidación y primeras dificultades del régimen político de la Restauración, que hasta la fecha ha sido el más longevo de la historia contemporánea de España. La Restauración no supuso solamente el retorno de la dinastía borbónica destronada en septiembre de 1868, sino también y sobre todo la consolidación de un duradero pacto entre las élites liberales que se habían disputado el poder a lo largo de la era isabelina y el Sexenio Democrático. El político malagueño Antonio Cánovas del Castillo, artífice del nuevo régimen, procedía del ala puritana o templada del partido moderado, había redactado el manifiesto revolucionario de Manzanares el 7 de julio de 1854 y poco más tarde ingresó en la Unión Liberal. Después de tres décadas de experiencia en las luchas políticas, rechazaba el monopolio del poder por un partido y las situaciones de fuerza que habían sido impuestas frecuentemente por medio de pronunciamientos militares. Su diseño político aspiraba a «continuar la historia de España» salvando las instituciones liberales frente al carlismo, el republicanismo o el caudillismo militar, y para ello observaba que era necesario encontrar soluciones de compromiso que facilitaran la gobernabilidad del país mediante la imposición de un turno regulado de dos partidos oriundos del común tronco liberal. Su propia formación política, el partido liberal-conservador (nutrido por antiguos moderados y unionistas), transigiría en compartir el poder con el partido liberal-fusionista creado en 1878. El origen de esta formación política era el partido constitucional liderado por el general Serrano y Práxedes Mateo Sagasta, que había sido organizado con elementos del ala derecha del progresismo y buena parte de la Unión Liberal, y que había gobernado durante la etapa autoritaria de la Primera República en 1874. El partido liberal defendía el mantenimiento de la Constitución de 1869, pero acabó por aceptar la de 1876 siempre que pudiera ser reformada con propuestas democráticas como la incorporación del sufragio masculino (llamado por entonces «universal»), el juicio por jurado o las libertades de asociación, prensa o cátedra.

			1.1 La Constitución de 1876 y la práctica política del turno

			Frente a las pretensiones de los moderados históricos de restablecer la Constitución de 1845, Cánovas impuso una nueva Constitución: la de 1876, que era una síntesis entre la moderada de 1845 y la democrática de 1869. De la primera tomaba el principio de la soberanía compartida, según el cual «la potestad de hacer las leyes reside en las Cortes con el Rey» (artículo 18). Cánovas argumentaba que la «Constitución interna o histórica» de la nación española estaba basada en la monarquía y las Cortes, pero que ante la falta de representatividad del Parlamento y la debilidad y falta de autonomía del cuerpo electoral, la Corona se convertía en la representación máxima de la soberanía y en la pieza clave de su ejercicio. Ello suponía otorgar una amplia capacidad de decisión al rey, en especial en el encargo de formar gobierno, vetar las leyes, disolver las Cortes y asumir funciones ejecutivas en áreas como la política exterior o la militar. Según los artículos 52 y 53 del Texto Fundamental, la Ley Constitutiva del Ejército de 29 de noviembre de 1878 y la Ley Adicional a la Constitutiva de 19 de julio de 1889, el monarca asumía el mando ejecutivo de las Fuerzas Armadas y la potestad de nombramiento de los altos jefes militares, hasta erigirse en un «rey soldado» que podía actuar en competencia apenas encubierta con el poder civil.

			El nuevo ordenamiento legal otorgó una amplia libertad a los militares para organizarse de forma autónoma: de 1874 a 1923 accedieron al cargo de ministro de la Guerra 34 generales, por solo cuatro civiles. Además, el entramado legal restauracionista otorgó la primacía de su defensa física al Ejército, que era considerado por Cánovas como:

			[…] un instrumento del Estado; el primero, el más alto y el más noble, a mi juicio, para mantener la independencia nacional y la integridad del territorio, para defender el orden público y los intereses sociales.

			Discurso en el Congreso de 7 de marzo de 1888.

			Por ello, las Fuerzas Armadas, fortalecidas en su papel semipolicial, debían ser:

			[…] por largo plazo, quizá por siempre, robusto sostén del presente orden social e inevitable dique a las tentativas ilegales del proletariado, que no logrará por la violencia otra cosa sino derramar inútilmente su sangre en desiguales batallas.

			Discurso en el Ateneo de Madrid de 10 de noviembre de 1890.

			Desde el Gobierno se emitieron unas completas directrices sobre orden público, donde las Fuerzas Armadas siempre tuvieron un papel estelar acorde con su «vocación interior», el de garante último del sistema político, a través de dos importantes resortes de poder: la capacidad para constituir y dirigir jurisdicciones especiales de marcado carácter represivo y el absoluto predominio de la jurisdicción castrense en los estados de guerra. Durante la Restauración, el conjunto de los ciudadanos de la monarquía tuvo sus derechos básicos en entredicho durante un total de más de 14 años, y la suspensión parcial de garantías a escala local, provincial o regional afectó a importantes masas de población por 11 años más.

			La Constitución también ratificó, en la estela de la tradición borbónica, un modelo unitarista y centralista de Estado que resultó aún más extremado con la Ley de Abolición Foral de 21 de julio de 1876. Tanto los ayuntamientos como las diputaciones provinciales quedaron sometidos a un estricto control gubernamental. La confesionalidad católica de ese Estado (artículo 11) fue, a pesar de la tolerancia dispensada al ejercicio privado del resto de los cultos, un salto atrás con respecto a la libertad religiosa proclamada en la Constitución de 1869, y sentó una de las bases fundamentales del régimen de la Restauración: la adhesión de la Iglesia católica a cambio de esta oficialidad y del control de buena parte de la educación.

			El predominio del poder ejecutivo sobre el legislativo se reflejaba en la incapacidad de este último para otorgar la confianza a un gabinete al margen de la decisión previa del monarca. La representatividad del Parlamento bicameral era muy limitada: el Congreso constaba de un número no determinado de diputados electos por sufragio censitario a razón de uno por cada 50.000 habitantes, mientras que el Senado contaba con 180 representantes a título vitalicio y 180 electos por las corporaciones civiles, políticas y religiosas a través del método indirecto de un colegio formado por las diputaciones provinciales y los compromisarios nombrados por los ayuntamientos y los mayores contribuyentes.

			La alternancia de las dos élites políticas descansaba en un procedimiento de obtención del poder que iba de la cúspide del régimen hasta el nivel comarcal o local. Una vez agotada una situación política, el nuevo gobierno que surgía de la aplicación del «turno pacífico» no salía del voto del Parlamento, sino de la confianza regia: el monarca retiraba el apoyo al presidente del Consejo y se lo otorgaba al líder de la oposición junto con el decreto de disolución del Parlamento. Una vez sustituidos los gobernadores civiles, desde el Ministerio de la Gobernación se planificaba el resultado de las futuras elecciones mediante un complejo proceso de negociación («encasillado») con los partidos en la oposición —especialmente el partenaire del turno— y con las grandes redes clientelares manejadas por las élites adictas, utilizando los más variados mecanismos de la influencia con el objeto de consolidar una nueva mayoría parlamentaria. Luego, los nuevos gobernadores protagonizaban una segunda fase de negociación a nivel local. La clave estaba en el sistema de dominio que se denominó con la nefanda palabra de caciquismo: un entramado de relaciones más clientelar que abiertamente coactivo, que en la España rural se fue consolidando a raíz del proceso desamortizador de la época isabelina, cuando se reforzó el poder económico de los grandes propietarios a la par que su influencia social y política, basada en el control de los mecanismos administrativos a través de su capacidad de intermediación con los alcaldes y los gobernadores civiles en calidad de autoridad local del partido. Estos notables y sus testaferros se mostraban especialmente activos durante los procesos electorales, cuando se encargaban de controlar los sufragios de las personas con capacidad de voto de una localidad o comarca por medio de promesas, amenazas o el puro y simple fraude —el paradigmático «pucherazo»—, facilitado por el control de los ayuntamientos y los juzgados que manejaban teóricamente el desarrollo de los comicios. Esta violación del derecho de sufragio podía perpetrarse antes de la elección mediante la extorsión o la compra de votos, en el momento de los comicios mediante la violencia, la coacción y/o el engaño (al fin y al cabo, la elaboración de las listas de electores competía a los ayuntamientos), o a posteriori, durante el escrutinio y la redacción del acta que era enviada a la junta electoral, ya que la mesa de votación estaba constituida por los alcaldes y los concejales, sin ninguna instancia externa de control o fiscalización. Como correas de transmisión de las órdenes emanadas del poder central y como canalizadoras de las reclamaciones del poder local, las redes caciquiles nunca fueron estáticas ni cerradas, sino que se comportaron como un conglomerado dinámico de intereses cada vez más complejos e interconectados; de ahí su exitosa imbricación en el tejido sociopolítico de la España rural más atrasada, lo que hizo imposible su erradicación.

			Este mecanismo de tergiversación de los procesos electorales funcionó con soltura en los primeros años de la Restauración, cuando se restableció el sufragio restringido contemplado en la Ley electoral de 28 de diciembre de 1878, según la cual solo podían votar los varones mayores de 25 años que pagaran anualmente al Tesoro Público más de 25 pesetas de contribución territorial o 50 pesetas de subsidio industrial durante al menos dos años, además de las llamadas «capacidades», esto es, académicos, clérigos, funcionarios de la Administración, militares retirados, profesores titulados y profesionales liberales. Todo ello supuso la limitación del derecho de sufragio a 846.961 personas en 1881 (menos del 5% de la población total), cifra que se redujo hasta el 2,1% en 1886. Se mantuvieron en lo sustancial los distritos uninominales establecidos por la Ley de 1 de enero de 1871, lo que implicaba sobredimensionar el ámbito agrario, aunque el sufragio plural limitado (votar un número de candidatos menor al de diputados que debían ser electos) también se mantuvo en 24 circunscripciones correspondientes a otras tantas capitales de provincia, lo que dificultó el copo (es decir, obtener el total de puestos) de los grandes partidos y favoreció a las minorías. La Ley electoral de 26 de junio de 1890, que reinstauró el sufragio para todos los varones mayores de 25 años y amplió el cuerpo electoral de 800.000 hasta los 4,8 millones de votantes, mantuvo las diferencias entre las circunscripciones urbanas plurinominales (las 26 radicadas en las ciudades más populosas, que elegían de tres a ocho diputados en función de su población) que votaban con cierta libertad y relativa limpieza un máximo de 114 diputados, y los usuales distritos rurales uninominales, que elegían a 280 diputados en procedimientos invariablemente viciados gracias a la omnipotencia caciquil sobre las masas rurales no alfabetizadas y adscritas a intereses clientelares. El restablecimiento del sufragio masculino no obstaculizó el triunfo gubernamental en las elecciones ni condujo a una variación sustancial en los usos electorales viciosos que eran fundamento del sistema político, pero inauguró en las ciudades una serie de nuevas conductas políticas que produjeron su crisis a largo plazo. Aunque desde comienzos de siglo hubo mayor libertad de sufragio en Madrid, Barcelona o Valencia, la presencia de los grupos de oposición no monárquicos fue prácticamente testimonial.

			La aplicación de este sistema pautado y viciado de acceso al poder condujo a que lo ejercieran solo los partidos del «turno», con la excepción del fugaz gobierno de la Izquierda Dinástica de octubre de 1883 a enero de 1884. Entre 1875 y 1881 dominaron los conservadores, pero tras la consolidación del liberalismo dinástico, que profirió algunas oportunas amenazas de retraimiento prerrevolucionario, Alfonso XII entregó el poder a los fusionistas en febrero de 1881. Fue entonces cuando Sagasta pudo recuperar algunos principios del programa democrático, como las libertades de asociación, ciencia o imprenta. Por Real Decreto de 5 de diciembre de 1883, el ministro de la Gobernación Segismundo Moret instituyó la Comisión de Reformas Sociales, que quedó encargada de la elaboración de una información oral y escrita sobre el estado de la clase obrera. El nuevo turno de los conservadores en 1884-1885 permitió la integración en el partido canovista de la Unión Católica, formación confesional dirigida por Alejandro Pidal y Mon, que desde el Ministerio de Fomento tuvo que lidiar con la segunda cuestión universitaria, esto es, la movilización estudiantil de 1885 en favor de la libertad de cátedra defendida por profesores racionalistas como Miguel Morayta. Tras el «Pacto del Pardo» (el supuesto acuerdo que habría tenido lugar el 24 de noviembre de 1885, en vísperas de la muerte de Alfonso XII, entre Cánovas y Sagasta para garantizar la estabilidad al régimen), el «Parlamento largo» liberal de 1886 a 1890 permitió la abolición definitiva del sistema esclavista en Cuba (1886), el restablecimiento de la libertad de asociación (1887), además de la promulgación de las leyes de lo contencioso administrativo (1888), jurado (1888) y sufragio masculino (1890). El general Manuel Cassola presentó en 1887 un ambicioso proyecto de reforma militar que propugnaba algo parecido al servicio obligatorio pero el plan fracasó por ser considerado socialmente radical, aunque sería el germen de las reformas llevadas a cabo, ya en el siglo XX, por José Canalejas y Manuel Azaña.

			El nuevo turno conservador de 1890 a 1892 confirmó el viraje nacionalista del capitalismo español con el arancel proteccionista de 1891, pero la disidencia manifestada por Francisco Silvela obligó a Cánovas a dejar el poder en manos de los liberales de 1892 a 1895. Estos asumieron una política de reducción del gasto público y de aumento de las tarifas arancelarias que fue promovida por Germán Gamazo en Hacienda, al tiempo que su cuñado Antonio Maura abordaba la reforma del régimen administrativo en Ultramar con la presentación de un proyecto autonómico para Cuba. La crisis del gabinete vino precisamente de los sucesos que acaecieron en esa isla, cuando tras el levantamiento armado del Oriente iniciado el 24 de febrero de 1895 por orden de José Martí, 300 oficiales asaltaron el periódico madrileño El Resumen el 13 de marzo por haber criticado la falta de voluntarios para cubrir las vacantes en Cuba. Sagasta dimitió al negarse a la pretensión de Martínez Campos de que los civiles culpables de estos pretendidos «delitos de opinión» fueran juzgados por tribunales militares.

			1.2 Las fuerzas marginadas del sistema político: carlismo, republicanismo, anarquismo, socialismo, nacionalismos

			El régimen restauracionista marginó deliberadamente a aquellas formaciones políticas que habían sido enemigas históricas del sistema de gobierno liberal oligárquico, como los carlistas y los republicanos, pero también se resistió a integrar a las fuerzas que fueron surgiendo en la periferia geográfica y social del Estado, como los nacionalismos vasco y catalán o las organizaciones obreras. Entre estas organizaciones, los carlistas mantuvieron una oposición constante, pero de intensidad decreciente. Tras su derrota en la guerra civil de 1872-1876 (que provocó el exilio de entre 15.000 y 20.000 combatientes) y la aceptación por la jerarquía católica de la Constitución de 1876, el movimiento legitimista mantuvo a duras penas sus bases de militancia en las zonas rurales de Navarra, País Vasco y Cataluña interior. El declive se agravó por las defecciones que sacudieron a la Comunión en los años ochenta, sumiéndola en una inoperancia casi total. En 1881 salió a la palestra política la Unión Católica, movimiento confesional dirigido por Alejandro Pidal y Mon con las bendiciones de importantes sectores eclesiásticos, intelectuales como Marcelino Menéndez Pelayo y un elevado contingente de aristócratas moderados. Tras el giro aperturista hacia la participación política de los católicos dado por León XIII en su encíclica Cum multa (1882), el grupo se integró en el partido conservador en 1884. En 1888, el carlismo sufrió el cisma integrista, cuyos adeptos dirigidos por Ramón Nocedal mostraban su absoluta indiferencia respecto a la forma de gobierno, aceptando aquel que garantizase los principios teocráticos simbolizados en los lemas «reinado social de Jesucristo» y «Cristo-Rey». Cerrado el período «clásico» del carlismo con la derrota de 1876, la etapa que transcurrió entre esta fecha y la proclamación de la Segunda República contempló una mutación de su estructura y métodos políticos, siempre a mitad de camino entre el insurreccionalismo y la actividad parlamentaria. Empezó a consolidarse una contrasociedad patriarcal, basada en la fidelidad al «rey», el interclasismo retórico, la defensa de la «verdadera doctrina» católica o el restablecimiento de unas idílicas relaciones tradicionales de convivencia basadas en el reconocimiento de los particularismos y en la defensa de un orden social estamental y orgánico. A pesar de su identificación con estos principios premodernos, el carlismo acabó por erigir una densa red de círculos nutridos por una numerosa militancia que le convirtió a inicios del siglo XX en el primer gran partido de masas de la historia de España. La reorganización del carlismo y el declive del integrismo coincidieron con los primeros atisbos de un catolicismo social basado en el asociacionismo y el cooperativismo, que tuvo su mejor plasmación en los círculos obreros del padre Antonio Vicent y el sindicalismo confesional que acabó por institucionalizarse en 1917 en la Confederación Nacional Católico-Agraria (CNCA). Tras el desarrollo de la Acción Católica y la fundación en 1908 de la Asociación Católica Nacional de Propagandistas (ACNP) como grupo activista de élite, el catolicismo social acabó por articularse políticamente entre 1922 y 1923 en el Partido Social Popular (PSP), precedente frustrado de la movilización católica que nutriría el primorriverismo y que alcanzaría su punto culminante en la Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA).

			A inicios de la Restauración, el republicanismo derrotado en 1874 estaba dividido en tendencias ideológicas: federales de Pi y Margall, revolucionarios de Ruiz Zorrilla, posibilistas de Castelar que se pasaron al partido liberal a la muerte de su líder en 1899 y progresistas de Martos que se integraron en el sistema por la vía electoral desde 1879-1880. A pesar del ensayo de Unión Republicana en 1893, a finales de siglo todas estas corrientes fueron perdiendo el apoyo de unas masas populares que se decantaron por el socialismo y el anarquismo. El Desastre del 98 condujo a un nuevo proceso de convergencia que culminó en 1900 en la Unión Nacional Republicana, coalición que obtuvo buenos resultados en las elecciones de 1901 (14 escaños) y 1903 (36 escaños). Cuando surgió el fenómeno de la Solidaritat Catalana, el republicanismo se escindió entre los partidarios de la autonomía política del Principado y los más proclives al centralismo. Entre estos últimos, Alejandro Lerrroux se presentó como el ala más extremista de la Unión Republicana en 1901 y del antisolidarismo desde 1906. En 1908 creó en Barcelona el Partido Republicano Radical, que mantuvo la demagogia populista, un importante predicamento entre las masas obreras y una creciente impronta anticlerical y anticatalanista hasta su declive entre 1910 y 1914 por culpa de su dudosa actuación en la Semana Trágica y su implicación en varios escándalos municipales. El otro caso relevante de populismo republicano era el blasquismo valenciano animado por el escritor Vicente Blasco Ibáñez desde la última década del XIX hasta su constitución como Partido de Unión Republicana Autonomista (PURA) en 1909. También destacó el accidentalismo posibilista del Partido Reformista, creado por el catedrático gijonés Melquíades Álvarez en abril de 1912 junto con otros intelectuales de la generación del 14 como Ortega, Pérez de Ayala o Azaña, que trató de inducir a la democratización de la monarquía con un programa de secularización del Estado y de reforma social, y que poco a poco se integró en el sistema turnista como un satélite del partido liberal, perjudicando desde 1914 las expectativas electorales de la conjunción republicano-socialista.

			Desde el último cuarto del siglo XIX, el movimiento obrero aparecía dividido en dos tendencias irreconciliables: los anarquistas y los socialistas. El movimiento libertario, que había nutrido la Asociación Internacional de Trabajadores (AIT) durante el Sexenio, fue duramente reprimido tras el affaire de la asociación resistencialista «Mano Negra» en 1883 y los sucesos que culminaron en el asalto campesino a Jerez de la Frontera el 8 de enero de 1892. El fracaso de la estrategia legalista defendida por la Federación de Trabajadores de la Región Española (FTRE) entre 1881 y 1888 condujo a su disolución y al triunfo de las tesis espontaneístas e insurreccionalistas, que coincidieron con el lanzamiento de la «propaganda por el hecho» desde 1888 hasta 1897. Este doctrina dio cobertura a una primera oleada terrorista que se inició con el atentado al capitán general Martínez Campos el 24 de septiembre de 1893 y culminó con el asesinato de Cánovas el 8 de agosto de 1897. Entre 1899 y 1904, el movimiento libertario fue asumiendo el ideario del sindicalismo revolucionario, especialmente las tácticas de la acción directa y la huelga general, hasta que la represión del primer gran paro obrero en Barcelona en 1902 condujo a un retorno ocasional al atentado personal entre 1905 y 1909. En 1904 varias organizaciones proletarias de esta ciudad crearon una Federación Obrera que fue el germen de Solidaridad Obrera (1907). En el verano de 1910, el sector anarcosindicalista se hizo con el control de la organización, que fue refundada como Confederación Nacional del Trabajo (CNT), organización preferentemente catalana, antiburocrática y de estructura confederal que asumió tanto la táctica de la acción directa del sindicalismo revolucionario como el antipoliticismo libertario. En septiembre de 1911, con ocasión de su primer congreso, convocó una huelga general, lo que provocó su ilegalización hasta que la Confederación Regional del Trabajo de Cataluña (CRTC) volvió a estructurarse a mediados de 1913. La difícil coyuntura económica que la guerra europea impuso a las masas trabajadoras posibilitaría una reactivación del movimiento anarcosindicalista a partir de la primavera de 1915.

			La permanencia del republicanismo popular y la irrupción del anarquismo ayudan a explicar la lenta y dificultosa implantación del socialismo de tendencia marxista: la fundación del Partido Socialista Obrero Español (PSOE) el 2 de mayo de 1879 por un puñado de tipógrafos (entre ellos Pablo Iglesias Posse) y de la Unión General de Trabajadores (UGT) por un grupo de 32 delegados, representantes de 44 sociedades de oficios el 12 de agosto de 1888 evidencian su carácter elitista y cuasi-gremial. Solo entre los mineros vizcaínos el socialismo adquirió en principio un carácter masivo, pero el movimiento socialista apenas tenía 4.000 afiliados en 1886, y obtuvo solo 5.000 votos en las elecciones de 1891, mientras que la UGT pasó de 30.000 afiliados a finales de siglo a 55.000 en 1905. Tras una larga etapa de voluntario aislamiento, la oposición a Maura, la campaña contra la guerra de Marruecos y la «Semana Trágica» llevaron al PSOE a una convergencia de intereses con los republicanos que estuvo en la base de la Conjunción Republicano-Socialista, activa entre 1910 y 1919. Gracias a ella, Iglesias pudo alcanzar el acta de diputado en 1910, aunque el PSOE no sumó más de 30.000 votos en todo el país. La segunda década del siglo contempló la incorporación de un grupo de intelectuales (Besteiro, Araquistáin, Núñez de Arenas) al PSOE y la consolidación societaria de la UGT, que tras la creación de los sindicatos de industria alcanzó la cifra de 110.144 afiliados en 1914, especialmente en Madrid, Asturias y Vizcaya. Tras la Gran Guerra, los militantes de la UGT aumentaron a 250.000 y los del PSOE a 50.000. En 1918, los socialistas incrementaron su representación parlamentaria a cuatro diputados: Besteiro, Prieto, Anguiano y Saborit, que habían actuado al frente del Comité de Huelga en el paro nacional de agosto de 1917. Este crecimiento, que debe ponerse en el haber de una práctica sindical fundamentalmente reformista y apolítica, quedó frenado de repente por la polémica en torno a la Revolución bolchevique, que se manifestó en la adhesión provisional y condicionada a la Tercera Internacional acordada en el II Congreso Extraordinario del PSOE de junio de 1920, y en las escisiones de los «cien niños» de las Juventudes Socialistas en abril de 1920 y de un sector del partido en el III Congreso Extraordinario de abril de 1921, que se unieron para crear el Partido Comunista de España (PCE) en noviembre de ese último año.

			Los nacionalismos periféricos también ensayaron una accidentada incorporación al sistema restauracionista. Los orígenes del catalanismo político se remontan a la primera mitad del siglo XIX, al hilo de la oposición al modelo centralista del Estado liberal y del desarrollo del movimiento cultural de la Renaixença. El fracaso de la experiencia federalista de 1873 activó el movimiento identitario catalán, que tuvo en principio una doble faz: el catalanismo tradicionalista del obispo Josep Torras i Bages (autor en 1892 de la obra La tradició catalana, donde se afirmaba el valor ético del naciente regionalismo basado en la familia, la propiedad y la religión cristiana) y el federalismo de Valentí Almirall, organizador del primer Congreso Catalanista en 1880 y redactor del Memorial de Greuges que una comisión de intelectuales y empresarios catalanes entregó a Alfonso xii el 10 de marzo de 1885 en protesta por las propuestas unificadoras del Código Civil y los tratados comerciales que se iban a firmar con Gran Bretaña. El movimiento reivindicativo se mantuvo en la última década del siglo XIX con la Unió Catalanista (1891) y las Bases de Manresa redactadas en 1892 como propuesta autonomista conservadora y de cariz corporativo. El catalanismo alcanzó su mayoría de edad tras el experimento fracasado de colaboración en el gobierno de Silvela, momento en que se dotó de un influyente órgano de prensa (La Veu de Catalunya desde 1899), un nuevo partido (la Lliga Regionalista creada en 1901) y un liderazgo remozado en lo intelectual con Enric Prat de la Riba (autor de La Nacionalitat Catalana, 1906) y en lo político por Francesc Cambó. El triunfo electoral de la Solidaritat Catalana en 1907 dotó a la Lliga de un alcance regional e interclasista. Sin embargo, la construcción de un partido moderno en su organización pero conservador en lo social dio lugar a las escisiones de un catalanismo republicano y obrerista como el Centre Nacionalista Republicà en 1906 y la Unió Federal Nacionalista Republicana (Pere Coromines, Joan Lluhí, Francesc Layret) en 1910.

			En el caso vasco, el renacimiento cultural basado en el euskera y el político cimentado en la exigencia de la reintegración foral resultó más tardío y menos intenso que en el caso catalán. En su origen, el movimiento nacionalista tuvo un marcado carácter antiliberal, integrista y xenófobo (antimaketo), según el ideario elaborado por su fundador Sabino Arana Goiri, que en julio de 1895 creó el Partido Nacionalista Vasco (PNV) como organización nacionalista que se mostraba contraria a cualquier posibilismo autonomista y proponía una república de tono patriarcal, agrarista y popular. La prematura muerte de Arana en 1903 no impidió el ingreso de sectores burgueses más liberales (euskalerriacos), partidarios de la autonomía en el seno del Estado español, alternativa que ya había entrevisto su fundador en su famoso «viraje españolista» de 1902. Desde entonces se fueron delimitando dos tendencias cada vez más encontradas: la posibilista animada por dirigentes como José Horn y la purista defendida por Luis Arana, hermano del fundador, que en 1915 encabezó temporalmente una escisión denominada Euzkeldun Batzokija. Coincidiendo con el enfrentamiento de posturas en la Primera Guerra Mundial, el sector moderado mayoritario optó por supeditar el independentismo a posturas más pragmáticas de tipo autonomista, de modo que en 1916 el PNV pasó a llamarse Comunión Nacionalista Vasca (CNV). El nacionalismo vasco arraigó primero en el mundo rural hasta conformar una auténtica sociedad popular basada en el lema JEL (Jaungoikoa eta Lagi Zarra: Dios y Ley Vieja) y la identidad étnica (la polémica especificidad racial vasca), lingüística (euskera), histórica (tradiciones de autogobierno y fueros) y religiosa (integrismo católico). Pero durante un tiempo su influencia se redujo a Vizcaya, mientras que en las otras provincias tuvo que competir con el carlismo o el integrismo. En 1921 la CNV afrontó la escisión coyuntural del grupo Aberri, de carácter independentista, que retornaría al seno de un reconstituido PNV en la asamblea celebrada en Vergara el 16 de noviembre de 1930. Su confesionalidad provocó dos semanas más tarde la separación de los militantes laicistas y progresistas, que tras lanzar el Manifiesto de San Andrés en respuesta al proceso de reunificación del PNV, fundaron Acción Nacionalista Vasca (ANV) como primer partido nacionalista de izquierdas.

			2. La guerra de Cuba y sus consecuencias: el regeneracionismo

			A finales del siglo XIX, España asistió al último acto de su crisis imperial, iniciada al comienzo de la centuria, y que se arrastraba en el Caribe al menos desde la década de 1860. La clave del dispositivo colonial era Cuba, «la perla de las Antillas», por su capacidad económica, que la convertía en la región que más contribuía al erario público. Sin embargo, en la Gran Antilla dominaba el capital estadounidense, que apoyaba una economía azucarera que resultaba complementaria de la economía del sur de Estados Unidos. La metrópoli, distante 9.000 kilómetros, solo consumía, comercializaba o transportaba el 3,7% de la producción cubana, mientras que Norteamérica —a solo 120 kilómetros de las costas cubanas— controlaba más del 90% de la misma.

			La situación política de Cuba se caracterizaba por una permanente inestabilidad. Tras la guerra de los Diez Años que finalizó en febrero de 1878 con la Paz del Zanjón, España concedió la libertad política y de opinión, pero mantuvo la esclavitud y asimiló Cuba a la metrópoli como una colonia. Ello condujo al recrudecimiento de la resistencia en la llamada «guerra chiquita» que se libró hasta 1880. De esa época data el enfrentamiento entre la Unión Constitucional o partido conservador apoyado por los propietarios españoles y el Partido Liberal (Autonomista), compuesto en su mayoría por criollos y favorable a las reformas políticas autonómicas que Maura trató de aplicar en 1893 en Cuba y Puerto Rico, y que fracasaron cuando los grupos de presión conservadores más intransigentes la descalificaron como la antesala de la independencia. El primer gobierno autónomo cubano inició su andadura a comienzos de 1898; demasiado tarde para extinguir la llama de la revolución que había vuelto a prender en la isla desde inicios de 1895 de la mano del Partido Revolucionario Cubano fundado por José Martí en Nueva York tres años antes.

			2.1 Evolución y consecuencias de la guerra

			Tras el «Grito de Baire», que se lanzó el 24 de febrero de 1895 en 35 localidades del Oriente, Martí y Máximo Gómez hicieron público el 25 de marzo el Manifiesto de Montecristi, en el que se declaraba que la campaña de liberación no iba dirigida contra el pueblo español, sino contra el régimen colonial. Se puso en marcha una guerra de guerrillas cuyo principal objetivo era extender la insurgencia de Oriente a Occidente. Pero no se logró un levantamiento nacional general, sino estallidos locales marcados por las divisiones de clases y las identidades regionales contrapuestas entre un Oriente insurrecto con débil agricultura comercial y un Occidente próspero, mayoritariamente blanco y que fue el baluarte de la lealtad a España. La permanencia en las Antillas se planteó desde el gobierno Cánovas como una cuestión de honor nacional. Los gobiernos conservadores enviaron entre 1895 y 1898 hasta 220.000 soldados al mando de los generales Arsenio Martínez Campos (el artífice del acuerdo del Zanjón, que ensayó una política de acercamiento y pasividad militar hasta enero de 1896) y Valeriano Weyler, que llegó en el momento culminante del conflicto (la invasión del oeste a inicios de 1896) y que lanzó una metódica guerra de desgaste y represión en respuesta a la política de tierra quemada preconizada por Antonio Maceo o Máximo Gómez. La imagen de «carnicero» que se labró Weyler por su decisión de reconcentrar a medio millón de civiles desde la primavera de 1896 al otoño de 1897 (de los que, según un estudio reciente, murieron entre 155.000 y 170.000, esto es, la décima parte de la población de la isla) queda relativizada por el reparto de responsabilidades en esa infernal dialéctica de insurgencia/contrainsurgencia.

			El gobierno estadounidense de Grover Cleveland quiso actuar como mediador en el conflicto, que tantos perjuicios estaba creando a la economía norteamericana, pero la oferta fue rechazada por Cánovas, abanderado de una política suicida de aislamiento internacional («recogimiento») que solo había tratado de superar Moret en 1887 con un acercamiento a la Triple Alianza por vía de un acuerdo secreto con Italia que acabó por decaer en 1891. Con el asesinato de Cánovas en agosto de 1897 y el fin de la situación conservadora en octubre, los liberales trataron de evitar por todos los medios la confrontación con Estados Unidos y sustituyeron a Weyler por el general Ramón Blanco, que introdujo un régimen autonómico que llegaba demasiado tarde. A diferencia de una población manipulada por la prensa patriotera, el gabinete Sagasta era perfectamente consciente de la abrumadora inferioridad hispana. La nueva administración del presidente William McKinley quiso mantener la neutralidad en el conflicto, pero su posición era cada vez más frágil ante la opinión pública jaleada por la prensa amarilla del magnate William Randolph Hearst y elementos del propio gobierno, como Theodore Roosevelt, secretario adjunto para la Armada, que acudiría como voluntario al conflicto. El hundimiento fortuito del acorazado Maine en la bahía de La Habana el 15 de febrero de 1898 llevó a la declaración de guerra el 19 de abril. El gobierno de Madrid se dispuso a situar en Cuba hasta 300.000 soldados, pero la guerra se zanjó demasiado rápido para que estos refuerzos llegaran a tiempo: la flota del almirante Montojo fue deliberadamente sacrificada en la batalla naval de Cavite (Manila) el 1 de mayo, y lo mismo sucedió con la escuadra de Cervera en Santiago el 3 de junio. La batalla de las Lomas de San Juan (1 de julio), que selló la suerte de Santiago de Cuba dos semanas más tarde, sirvió para salvar el honor, la Regencia y quizá las Baleares o las Canarias. Tras el desembarco yanqui en Puerto Rico el 25 de julio, España hubo de firmar el 12 de agosto un protocolo en Washington que fue el preludio de la firma de la Paz en París el 10 de diciembre. En ella se acordó la futura independencia de Cuba, que se concretó en 1902, y la cesión a Estados Unidos de Filipinas, Puerto Rico y Guam. Las restantes posesiones españolas en Oceanía (islas Carolinas, Marianas y Palaos) fueron vendidas a Alemania en 1899 por 25 millones de pesetas. Lo que los españoles designaron con el título de «Desastre» por antonomasia y los estadounidenses bautizaron con el término desenfadado de splendid little war, marcó el final histórico del primer imperio global europeo y el despegue de la gran potencia imperial que dominaría el mundo durante buena parte del siglo XX.

			Paradójicamente, la pérdida de las colonias no supuso un desastre económico para España. La estabilización presupuestaria se logró muy pronto con la reforma hacendística abordada por Raimundo Fernández Villaverde en 1899. Además, se produjo una intensa repatriación de capitales de las Antillas que permitió la fundación de importantes instituciones financieras (Banco Hispano-Americano en 1901, Banco Español de Crédito en 1902) impulsoras de la actividad industrial —sobre todo la siderurgia vasca— desde inicios de siglo. A pesar de algunas tentaciones pretorianas en torno a las figuras de los generales Weyler y Polavieja en 1897-1899 y de los amagos insurreccionales del carlismo, la Regencia de María Cristina logró capear la crisis con cierta facilidad, integrando en el sistema a los presuntos candidatos a dictador y liquidando la insurgencia carlista («Octubrada») en 1900. Sin embargo, el Desastre agudizó otros problemas políticos con visos de perdurar, como el desarrollo de los nacionalismos periféricos. Otro problema difícil de conjurar fue el resurgimiento de la «cuestión militar» tras el asalto de la oficialidad a la imprenta de El Resumen en marzo de 1895 o a los periódicos proautonomistas cubanos El Reconcentrado, Diario de la Marina y La Discusión en enero de 1898. Convencido de haber actuado como chivo expiatorio del Desastre, el Ejército fue elaborando una subcultura victimista centrada en el aislamiento del resto de la sociedad, el rechazo de la política, el desprecio de la autoridad civil, el mesianismo, el monopolio de los valores patrióticos y la prevención ante los movimientos populares de protesta que figuró en la base del pretorianismo rampante en el primer tercio del siglo XX. Lo llamativo es que mientras que en Francia el affaire Dreyfus se zanjó con una victoria del civilismo, en España la crisis se resolvió en sentido opuesto, con la aprobación de la «Ley de Jurisdicciones» de 1906 y el desarrollo de prácticas militaristas que irían poco a poco erosionando el poder civil. Pero el problema militar tenía otra faceta estrictamente técnica: tras el repliegue colonial, el Ejército tenía unos 500 generales y 23.000 jefes y oficiales para 80.000-100.000 suboficiales y soldados. Aunque incluso antes del Desastre participaran en el «colonialismo de sustitución» que se fue desplegando en Marruecos, la reforma militar era una necesidad impostergable. Las tentativas de cambio estructural, en la línea del regeneracionismo finisecular, fueron abordadas sucesivamente por los generales López Domínguez en 1892-1895, Polavieja en 1899, Linares en 1904, Fernando Primo de Rivera en 1907-1909, Luque en 1911-1913 y Echagüe en 1913-1915.

			2.2 El movimiento regeneracionista

			El impacto del Desastre se plasmó en un movimiento cultural, social y político llamado regeneracionismo. Fue una iniciativa de reforma procedente de la clase media ilustrada que se plasmó en obras críticas contra la Restauración realizadas por intelectuales como Lucas Mallada (Los males de la patria, 1890), Damián Isern (El problema nacional, 1899), Ricardo Macías Picavea (El desastre nacional y sus causas, 1900), y sobre todo Joaquín Costa Martínez, miembro de la Institución Libre de Enseñanza y especialista en derecho consuetudinario local y colectivismo agrario. Costa fue el animador del movimiento corporativo de las Cámaras Agrarias, que tras las Asambleas de Zaragoza (1899) y Valladolid (1900) desembocó en la constitución de una Liga Nacional de Productores que se unió a las Cámaras de Comercio, lideradas por Basilio Paraíso, y la Liga Agraria, formada por las clases propietarias castellanas dirigidas por un joven Santiago Alba, para formar a inicios de 1900 la Unión Nacional como partido popular de nuevo cuño, muy crítico con el sistema. Esta plataforma política organizó entre abril y julio de 1900 una huelga de contribuyentes que se saldó con un fracaso. Tras obtener un raquítico resultado de cuatro escaños en las elecciones de 1901, la Unión Nacional, debilitada por las discrepancias estratégicas (el dilema entre la insumisión fiscal o la organización política), el enfrentamiento entre los intereses populares y los corporativos y la defección de Paraíso y Alba hacia las filas del liberalismo dinástico, acabó por ser liquidada. Después de este fiasco, el programa político costista se radicalizó en un sentido claramente republicano, como muestran sus obras Quiénes deben gobernar después de la catástrofe (1900), Reconstitución y europeización de España: programa para un partido nacional (1900), y sobre todo la encuesta realizada desde el Ateneo de Madrid con la colaboración de grandes figuras de la cultura y la sociedad españolas que se tituló Oligarquía y Caciquismo como la forma actual de gobierno en España: urgencia y modo de cambiarla (1901). En esta obra se revela la dramática ambigüedad política de Costa, situada entre el republicanismo y la democracia rural «de calzón corto» y su propuesta de una «política quirúrgica» que debía abordar «un cirujano de hierro, que conozca bien la anatomía del pueblo español». Una tentación por buscar soluciones de excepción que en su momento denunció Enrique Tierno Galván, quien consideraba que en su recelo al liberalismo y al sistema parlamentario, Costa había propuesto un modelo de dictadura que sentó los fundamentos ideológicos de la sublevación militar de 1936.

			Pero más allá del fracaso de sus actuaciones políticas concretas y del eco de sus manifestaciones autoritarias, Costa logró plasmar en el resumen definitivo de la encuesta, elaborado en 1902, un programa de enunciados prácticos en el que se mezclaban grandes horizontes y algunas obsesiones menores: un presupuesto volcado en la educación, la colonización interior, las obras hidráulicas, la repoblación forestal o la investigación científica (lo que resumió en el lema «desafricanización y europeización de España»); una reforma educativa en todos sus grados; un aumento de la productividad y del crédito agrícola y una mejora de los canales comerciales de distribución que permitieran un abaratamiento de los productos de primera necesidad («escuela y despensa»); un reparto de tierra cultivable a los campesinos no propietarios, con calidad de posesión perpetua e inalienable; la mejora de las comunicaciones; una activa política hidráulica y de colonización interior; el fomento de la legislación social (contrato de trabajo, seguro social, cajas de retiro); el saneamiento de la moneda; la creación de un poder judicial digno de su función; el self government local (municipalización de servicios públicos y de ciertas industrias o comercios) y la «renovación del liberalismo abstracto y legalista imperante [...] sustituyéndolo por un neoliberalismo orgánico, ético y sustantivo, que atienda a crear y alianzar dichas libertades con actos personales de los gobernantes principalmente, dirigidos a reprimir con mano de hierro y sin tregua a caciques y oligarcas». A pesar de su ambiguo talante autoritario y popular, y de su exaltación de una democracia ruralista que tenía mucho de orgánica, Costa elaboró una propuesta de modernización basada en la europeización que gozó de prestigio entre las élites dirigentes, hasta el punto de ser asumida como un tópico por las siguientes generaciones políticas e intelectuales.

			3. Los diez primeros años del reinado de Alfonso XIII, 1902-1913

			3.1 El regeneracionismo desde el poder, de Silvela a Moret

			La guerra de Cuba y sus secuelas sellaron el final de una época, que coincidió con la desaparición de los principales líderes de los partidos turnistas y la creciente intromisión del joven rey Alfonso XIII (declarado mayor de edad en 1902) a través de las llamadas «crisis orientales». La imagen de decrepitud del sistema trató de ser paliada con una oleada de regeneracionismo retórico que a veces se desplegó en clave antipolítica (el fenómeno de las uniones o ligas de productores o la reclamación de gobiernos dictatoriales), pero que en buena medida fue asumido desde el poder. El gobierno conservador de Francisco Silvela constituido en marzo de 1899 tuvo que abordar el redimensionamiento del Estado tras el Desastre: desglosó el Ministerio de Fomento en Agricultura, Industria y Comercio e Instrucción Pública, trasladando al Estado el pago del sueldo de los maestros. También intentó una reforma descentralizadora de la Administración que había sido reclamada por los ministros Polavieja y Durán i Bas, pero que quedó frustrada por una huelga fiscal (el «tancament de caixes») que estalló en Cataluña en octubre de 1899 y que fue respondida con la declaración del estado de guerra por Eduardo Dato, titular de Gobernación. Este ministro introdujo la primera legislación laboral reguladora desde 1873 del trabajo de mujeres y niños y de accidentes de trabajo, mientras que Raimundo Fernández Villaverde abordaba la reforma de la Hacienda: entre 1899 y 1900 acometió un ambicioso programa de estabilización presupuestaria liquidando a marchas forzadas la deuda pública acumulada mediante la imposición de recortes, el impuesto de utilidades y el control de la inflación y de la depreciación de la peseta, pero fracasó en las políticas de estímulo y la reforma fiscal. El 22 de mayo de 1899, Polavieja presentó su Programa de Defensa Nacional, que se sustanciaba en las reformas de la Ley de Reclutamiento y de los Reglamentos de armas y cuerpos y la actualización de las Ordenanzas Militares, pero el 28 de septiembre dimitió como protesta por los recortes presupuestarios y el aumento de la presión fiscal. La pérdida del apoyo del catalanismo y el recrudecimiento del anticlericalismo dieron al traste con el Gobierno en octubre de 1900.

			Tras el efímero gabinete presidido por un Sagasta mortalmente enfermo, Silvela dispuso en su segunda etapa de gobierno, entre diciembre de 1902 y julio de 1903, la creación el 23 de abril de 1903 del Instituto de Reformas Sociales como organismo autónomo del Estado que estudiara y propusiera leyes y decretos que mejorasen la vida y las condiciones laborales de la clase obrera, asumiendo las funciones que en otros países correspondían al Ministerio de Trabajo. La rivalidad entre Fernández Villaverde y Maura agudizó las tensiones en el seno del partido hasta la dimisión del primero en marzo de 1903, seguida de la renuncia del segundo después de que en abril dirigiera desde Gobernación un proceso electoral en el que la Unión Republicana triunfó en Madrid, Barcelona y Valencia. Tras la retirada del anciano Silvela, Fernández Villaverde pudo gobernar de julio a diciembre bajo la presión de la tendencia silvelista-maurista, hasta que el político mallorquín accedió a la Presidencia del Consejo para iniciar su «revolución desde arriba», a la cabeza de un partido conservador unido en torno a su liderazgo. El convenio que concedió personalidad jurídica a las órdenes religiosas instaladas en España le dio a Maura fama de clerical (reforzada por el apoyo dado al nombramiento del integrista Bernardino Nozaleda como arzobispo de Valencia), mientras que su reformismo se diluyó por el abandono del proyecto de Ley de Reforma de la Administración Local. El enfrentamiento que tuvo con Alfonso XIII en el nombramiento del jefe del Estado Mayor condujo a su caída a finales de 1904. Tras gobiernos no menos fugaces de Azcárraga y Fernández Villaverde, los liberales retornaron al poder en junio de 1905.

			Después de la muerte de Sagasta en enero de 1903, sus herederos y rivales, Eugenio Montero Ríos y Segismundo Moret, presidieron gobiernos cada vez más inestables debido al enconamiento de una lucha entre facciones similar a la que había atenazado al partido conservador tras la retirada de Silvela. En el nuevo programa destacó la tímida política laicizadora, centrada en introducir rectificaciones en el Concordato con la Santa Sede para limitar la presencia de organizaciones religiosas. El precario gobierno de Montero Ríos se desmoronó a consecuencia de los asaltos militares a las redacciones de la revista satírica Cu-Cut! y el diario catalanista La Veu de Catalunya el 25 de noviembre de 1905 con motivo de la publicación en la primera de una caricatura antimilitarista. Tras declararse el estado de guerra en Barcelona cuatro días más tarde, la intervención del rey en apoyo de los militares conllevó la dimisión automática del gabinete. Moret constituyó un nuevo gobierno bajo presión castrense, y presentó al Parlamento la Ley para la Represión de los Delitos contra la Patria y el Ejército o «Ley de Jurisdicciones», que fue aprobada el 22 de marzo de 1906, inmediatamente antes de que se disolvieran las Cortes. Esta norma se convirtió en el símbolo de la supeditación del poder civil ante el cada vez más autónomo poder militar, ya que sometía a la jurisdicción castrense cualquier ofensa oral o escrita a la unidad de la patria, la bandera y el honor del Ejército. En Cataluña, la reacción a este atentado a la libertad de expresión fue la creación de la candidatura multipartidaria de catalanistas, republicanos y carlistas llamada Solidaritat Catalana, que logró un resonante éxito electoral en el Principado —41 de 44 escaños— en las elecciones generales de abril de 1907. Tras la dimisión de Moret en julio de 1906, la situación de interinidad se prolongó con los gobiernos de López Domínguez, de nuevo Moret a finales de noviembre y el anciano marqués de la Vega de Armijo a inicios de diciembre, todos ellos con precario apoyo, sometidos a la presión conjugada del pretorianismo y el clericalismo, y obligados a gobernar con las Cortes cerradas.

			3.2 La «revolución desde arriba» de Maura y el «nuevo liberalismo» de Canalejas

			El retorno de los conservadores al poder se hizo en muy distintas circunstancias, bajo el liderazgo incontestado de Maura que presidió su «gobierno largo» de enero de 1907 a octubre de 1909. En las elecciones, que fueron dejadas al cuidado del cacique murciano Juan de la Cierva, fueron nombrados 253 diputados gubernamentales por 64 liberales y 65 del resto de las oposiciones. Maura reanudó su política reformista con una ingente labor legislativa: ley de descanso dominical, prohibición de determinados trabajos a niños y mujeres menores de edad, ley de emigración, ley de huelgas y coaliciones, medidas de conciliación y arbitraje industrial, ley de colonización interior, Instituto Nacional de Previsión, ley de funcionariado o reforma policial. Se dio prioridad a la política de fomento y protección de la producción nacional por medio de un ambicioso programa de reconstrucción de la escuadra que fue enviado a las Cortes en noviembre de 1907, la promulgación de la Ley de Protección a la Industria Nacional en febrero de 1907, que preveía la exclusividad de los productos nacionales en los servicios y obras públicas, y la Ley de Fomento de las Industrias y Comunicaciones Marítimas de junio de 1909, que allanó la concesión de primas a la marina mercante y sirvió de estímulo a la siderurgia vasca. La Ley electoral de agosto de 1907, que fue diseñada en teoría para descuajar el caciquismo, estableció el voto obligatorio y trasladó la determinación de la validez de las actas del Parlamento al Tribunal Supremo. Pero su polémico artículo 29 prescribía que «en los distritos donde no resulten proclamados candidatos en mayor número de los llamados a ser elegidos, la proclamación de candidatos equivale a su elección y les releva de la necesidad de someterse a ella». En estas circunscripciones no competitivas no era necesario celebrar la elección, lo que significó que un número creciente de ciudadanos se vieran despojados del derecho de sufragio. Aún más polémico fue el proyecto de Ley de Administración Local reclamado por los catalanistas, que trataba de incrementar la autonomía municipal introduciendo fórmulas de representación corporativa y descentralización regional a través de mancomunidades provinciales, y que encalló en julio de 1907 por la oposición de los liberales y la izquierda republicana y socialista. El Proyecto de Ley sobre represión del terrorismo, que fue presentado a las Cortes en mayo de 1908, concitó de nuevo las críticas de liberales y republicanos reunidos en un incipiente «bloque de izquierdas» que fue el germen del clamor popular que determinó la caída de Maura al año siguiente.

			La política exterior había quedado marcada desde inicios de siglo por las consecuencias del aislacionismo que había conducido al Desastre, y la necesidad de desplegar un proyecto colonial propio en Marruecos, para lo cual era necesario un entendimiento con Francia y con Inglaterra. En esa línea se firmó el 27 de junio de 1900 un convenio hispano-francés sobre la integridad de las respectivas colonias en el golfo de Guinea y África occidental. Un nuevo acuerdo firmado el 11 de noviembre de 1902 entre ambos países sentó las bases de un reparto de esferas de influencia en Marruecos en pie de igualdad, pero no fue ratificado por Silvela por temor a una reacción británica. Esta actitud de reserva facilitó la marginación de España del convenio anglo-francés de 8 de abril de 1904 sobre el mantenimiento del statu quo político y económico de Egipto y Marruecos, lo que suponía, de hecho, el reconocimiento a Francia del derecho a velar por la tranquilidad del reino cherifiano, aunque salvaguardando los intereses españoles en la zona. En el convenio secreto hispano-francés de 3 de octubre de 1904, el gobierno de Madrid trató de recuperar el terreno perdido, reclamando el derecho de intervención y de posesión en caso de que desapareciera la soberanía del sultán. Pero a esas alturas el asunto caminaba hacia su internacionalización: la inopinada visita del káiser Guillermo II a Tánger el 31 de marzo de 1905 generó la primera crisis marroquí y volvió a plantear la cuestión ante las potencias, que el 16 de enero de 1906 convocaron en Algeciras una conferencia que garantizó la integridad del reino cherifiano, pero que de hecho confirmó a Francia la capacidad de ejercer una acción política predominante. Por parte española, la conferencia fue considerada un éxito moral y político, ya que integraba definitivamente al país en el concierto de potencias por la vía de su importancia como factor de estabilidad en el Mediterráneo occidental. El área de influencia española fue ampliada hacia Restinga y las minas del Rif, lo que provocaría el conflicto armado que estalló en el verano de 1909. La Conferencia hispano-británica de Cartagena del 8 de abril y el intercambio de notas anglo-hispano-francés relativo al statu quo mediterráneo de 16 de mayo de 1907 ratificaron a España en su doble papel de armonizadora de la desconfianza mutua entre Francia e Inglaterra, y de contención frente a las crecientes aspiraciones alemanas. Animado por este nuevo contexto internacional, Maura emprendió en el Rif obras públicas que desataron la hostilidad de las tribus locales. La muerte de varios trabajadores españoles el 9 de julio de 1909 en unas obras de ferrocarril a las afueras de Melilla condujo a una «operación de policía» jalonada de continuas escaramuzas que desembocó el 27 de julio en la emboscada del Barranco del Lobo, en la que murieron 153 militares y casi 600 resultaron heridos. En respuesta, Maura decretó la movilización de los reservistas de la Tercera Brigada, acantonada en Cataluña. La protestas de soldados y familiares en el momento del embarque en el puerto de Barcelona desembocaron en un gigantesco motín urbano y en una huelga general contra la guerra que se desató el 26 de julio. La erección de barricadas y los primeros conatos de violencia anticlerical llevaron a la declaración de la ley marcial y al envío de tropas aleccionadas para afrontar una inexistente rebelión catalanista. En Barcelona se formó un comité de huelga con los representantes de los diversos sectores de Solidaridad Obrera, que intentaron buscar el apoyo de los sectores republicanos y catalanistas para proclamar la República. Pero ni los anarquistas ni los lerrouxistas ni ninguna de las fuerzas congregadas en torno a la moribunda Solidaritat Catalana asumieron la dirección política del movimiento, que fue derivando desde el 27 de julio en una semana de disturbios («Semana Trágica») que arrojó un balance de 21 iglesias y 30 conventos quemados, 104 civiles y 8 militares muertos y más de 1.700 procesados, 17 condenas a muerte y 5 ejecuciones, entre ellas el fusilamiento el 13 de octubre del pedagogo anarco-republicano Francisco Ferrer Guardia, cuya muerte desencadenó una amplia campaña internacional de repulsa. Los liberales, aún mortificados por su infrarrepresentación en las Cortes y presionados por el pujante movimiento republicano, declararon su incompatibilidad con el Gobierno en un áspero debate parlamentario el 18-20 de octubre. El día 21, más de 100.000 personas se manifestaron por Madrid al grito de «¡Maura, no!». Ocho días después, el presidente del Consejo presentaba la renuncia del Gabinete como mero formulismo, pero inopinadamente el rey le retiró la confianza porque «no podía prevalecer contra media España y más de media Europa». El despido de Maura no solo canceló el pacto de caballeros en que se había sustentado el turno desde 1881 (como réplica, el tribuno conservador reafirmó su «implacable hostilidad» a los liberales cuando estos llegaron al gobierno), sino que fracturó el conservadurismo dinástico entre los «idóneos» afines a Eduardo Dato y un «maurismo» cada vez más alejado del sistema.

			El gobierno de Moret resultante de esta crisis fue incapaz de controlar la situación, incluso en el interior de su partido, y fue liquidado en febrero de 1910, cuando el liberal demócrata José Canalejas accedió a la Presidencia y obtuvo el 8 de mayo una holgada mayoría parlamentaria de 219 diputados que le permitió finiquitar el «bloque de izquierdas». Tras el paso por el gobierno entre 1905 y 1910 de ancianos como Moret, Montero Ríos o el marqués de la Vega de Armijo, el liberalismo encontró en Canalejas un líder sólido, que hizo alarde de pragmatismo al romper puentes con el republicanismo y el movimiento obrero (reprimió con dureza la huelga antimilitarista convocada por la UGT y la CNT el 11 de septiembre de 1911 que desembocó en una intentona anarco-republicana en Cullera, y conjuró un paro ferroviario en septiembre de 1912 con la militarización del servicio) y tratar de recomponer la relación de turno pacífico con los conservadores. Su concepción del Estado como agente de la reforma social le acercaba a las corrientes del new liberalism entonces en boga en Europa. Adoptó medidas polémicas, como la prohibición por dos años del establecimiento de nuevas órdenes religiosas sin autorización (la «Ley del Candado» de diciembre de 1910, que acarreó una crisis de relaciones con la Santa Sede), y otras más populares, como el desarrollo de centros de investigación vinculados a la Junta para la Ampliación de Estudios e Investigaciones Científicas (JAE) creada en enero de 1907. También decretó la abolición del odiado impuesto de consumos que gravaba los artículos de primera necesidad, el establecimiento de la jornada máxima en determinadas labores industriales, la regulación de los contratos de aprendizaje y la prohibición del trabajo nocturno en talleres y fábricas para las mujeres. El gabinete sentó las bases para una ley de reclutamiento y reemplazo del Ejército (29 de junio de 1911) que fue aprobada el 19 de enero de 1912. En ella se establecía un servicio militar obligatorio de tres años, sin posibilidad de redención en tiempo de guerra. Por una cuota de 1.500 o 2.000 pesetas, los soldados de familia acomodada harían de 5 a 10 meses de servicio sin vivir en el cuartel.

			La política exterior siguió girando en torno a Marruecos. Los primeros pasos de Francia en pos de un control efectivo del territorio, con la ocupación de Fez en mayo de 1911, llevaron a España a intervenir militarmente en el hinterland situado entre Ceuta y Tetuán con la conquista de Larache y Alcazarquivir. Tras la llegada del cañonero alemán Panther a Agadir en julio para hacer presión sobre Francia, esta segunda crisis marroquí se conjuró con el tratado franco-germano de 4 de noviembre, por el que se reconoció la libertad de acción gala en Marruecos a cambio de la cesión a Alemania de territorios en el África ecuatorial. El 30 de marzo de 1912, el sultán Muley Hafid acabó por aceptar el protectorado francés. Por el tratado de Fez de 20 de mayo de 1912, el sistema de potencias reconoció sin ambages el protectorado francés en Marruecos, en detrimento de las aspiraciones españolas. Consciente de su superioridad, Francia impuso el 27 de noviembre una nueva reducción del territorio adjudicado a España, declarando a Tánger territorio bajo administración internacional y reduciendo el protectorado español (Rif y Tarfaya) a 45.000 km2, esto es, la vigésima parte del francés, con un 10% de población, en una zona pobre y marcadamente hostil.

			Canalejas también trató de abordar la cuestión catalana con un proyecto de Mancomunidad de las cuatro diputaciones provinciales que fue presentado a las Cortes en diciembre de 1911. En mayo siguiente, el Gobierno presentó un proyecto más amplio que fue aceptado en el Congreso, pero estaba pendiente de su paso por el Senado cuando el asesinato de Canalejas el 12 de noviembre a manos de un anarquista frustró esta expectativa de cambio. La muerte del líder indiscutible fragmentó el partido liberal entre los liberales ortodoxos partidarios de Álvaro Figueroa, conde de Romanones (heredero de Moret) y los liberales demócratas de García Prieto (yerno de Montero Ríos), además de tendencias menores como nicetistas, albistas o gassetistas. Romanones, que mantuvo las Cortes cerradas hasta inicios de mayo de 1913, prolongó la «Ley del Candado» y presentó el proyecto relativo a la creación de Mancomunidades provinciales en el Senado, no pudo gobernar más que once meses porque perdió en octubre en el Senado una moción de confianza que fue votada en alianza contra natura por el grupo de García Prieto-Montero Ríos (que en el verano de 1913 protagonizó la escisión liberal-demócrata) y los conservadores. A falta de un líder incontestado, el rey volvió a jugar la baza del turno, pero se encontró con la negativa absoluta de un mortificado Maura, que en enero y de nuevo en octubre de 1913 recomendó al monarca la búsqueda de un partido conservador «idóneo» que transigiera en el turno con los liberales. Este fue el origen oficial de la crisis de la Restauración: en 1912-1913 desaparecieron las posibilidades de regeneración del sistema político con la muerte de Canalejas y la amortización de Maura (que lideró un conservadurismo disidente, personalista y tendencialmente populista y autoritario), y la disgregación faccional de los partidos, que incrementó la inestabilidad gubernamental y la incapacidad legislativa al depender de un Parlamento muy fragmentado. Dato pudo gobernar de octubre de 1913 a diciembre de 1915, pero ante la hostilidad de Maura y La Cierva, el Gobierno se sostuvo cerrando el Parlamento de forma casi permanente: solo seis meses de sesiones en dos años. Su acción política fue estéril en buena medida, si exceptuamos las conversaciones con la Lliga que condujeron a la aprobación final del decreto de creación de la Mancomunitat de Catalunya. Pero la exigencia catalanista de mayores competencias económicas mermó la estabilidad del Gobierno, que acabó claudicando cuando en las Cortes todas las oposiciones conjugaron sus esfuerzos para solicitar una solución al problema económico de las subsistencias que se arrastraba desde el inicio de la Guerra Mundial.

		

	
		
			2. La crisis del sistema, 1914-1923

			1. España en la Primera Guerra Mundial: la crisis de 1917

			1.1 Ventajas e inconvenientes de la neutralidad: los beneficios económicos de la guerra y la polémica entre germanofilia y aliadofilia

			El impacto de la Gran Guerra fue muy notable para la economía española, en especial para el sector comercial e industrial. Las exportaciones experimentaron un enorme crecimiento, gracias a la venta de los más variados productos (lana, algodón, yute, cueros, calzados, papel, productos químicos o alimentos) a precios elevados, pero las importaciones sufrieron una fuerte regresión, lo que estimuló la política de sustitución. Las exportaciones de 1920 duplicaron las de 1914, mientras que en 1917 el volumen de importaciones (especialmente de bienes de equipo, maquinaria, productos químicos básicos, carbones minerales y algunos alimentos) supuso la mitad que en 1913. El déficit comercial de preguerra, cifrado en 100-200 millones de pesetas, dejó paso a un superávit de 200-500 millones al final del conflicto. Ello permitió el rescate de una parte sustancial de la deuda exterior, aprovechando la apreciación del cambio de la peseta respecto a las monedas europeas. El Banco de España se convirtió en el cuarto del mundo por volumen de reservas, pasando de 720 millones de pesetas en 1914 a 2.554 en 1921. La fase alcista del ciclo económico se inició a partir de 1915 y afectó a varios sectores clave. La producción de hierro vasca se multiplicó por 14 y la de carbón asturiano aumentó entre un 10 y un 20% anual, pasando de producir 3,78 millones de toneladas en 1913 a 6,13 millones en 1918. El precio del carbón nacional, siempre más caro que el importado, obligó al desarrollo de la energía hidroeléctrica como base de las nuevas industrias manufactureras. Otros sectores que crecieron fueron el textil catalán, las fábricas de conservas de pescado del Cantábrico y de fruta y verdura de Levante, los talleres de armas vascos o el comercio marítimo, que entre 1917 y 1919 contempló la creación de 52 nuevas navieras, que obtuvieron beneficios de hasta el 500% del capital invertido. La guerra favoreció, sin duda, la nacionalización de la economía española merced al rescate de la deuda pública exterior, la sustitución del capital extranjero por español en sectores estratégicos como la minería o el ferrocarril y la consolidación del sistema financiero propio volcado en la lucrativa inversión industrial. El número de entidades bancarias se duplicó entre 1916-1920, sus recursos propios se triplicaron, los ajenos se cuadruplicaron, la cartera de valores se quintuplicó y los beneficios sobrepasaron el 20%.

			La solemne declaración de neutralidad anunciada por el gobierno Dato el 7 de agosto era una constatación —compartida por la mayor parte de la élite política, incluido el rey— de la ausencia de motivos (salvo el contencioso secular de Gibraltar) y de recursos económicos y militares para entrar en el conflicto. Ello no significó que la opinión pública, acicateada por los intelectuales, se mantuviera ajena al conflicto. Todo lo contrario. Se pudo asistir a la división ideológica entre dos bandos irreconciliables, aliadófilos y germanófilos, que atravesó partidos, clases sociales e instituciones. La polémica política tuvo una evidente lectura interna (en torno al modelo de Estado: democrático o autoritario) que se proyectaba desde las causas que dirimían el conflicto internacional. No era exacto que las derechas fueran germanófilas y las izquierdas aliadófilas, sino que la línea de fractura fue mucho más sinuosa. La adscripción moral a uno u otro bando no pudo ocultar un mayoritario sentimiento neutralista, que estaba teñido de múltiples matices en las diversas formaciones del espectro político. Pero el contraste de actitudes generó crisis e incluso quiebras duraderas en algunos partidos: en el liberal, el filogermanismo cultural de Alcalá-Zamora o el más matizado neutralismo de Villanueva o García Prieto chocaban con la benevolencia de Romanones hacia Francia y Gran Bretaña; en el carlista, la ambigua aliadofilia del pretendiente don Jaime y la declarada de su secretario el conde de Melgar se enfrentaban al sentir mayoritariamente germanófilo del partido, que capitalizaba su más popular tribuno, Juan Vázquez de Mella. En el maurismo, el neutralismo que se pretendía equidistante de don Antonio no se conciliaba con la germanofilia de su fogoso sector juvenil. El republicanismo oscilaba entre la francofilia dominante y el declarado intervencionismo de Lerroux, y el PSOE pasó de la inicial condena a la «guerra burguesa» al apoyo a la democracia que representaba la Entente. Y entre medias, la actitud de un monarca que era un compendio de las contradicciones que exhibía un país profundamente dividido: admirador del poderío militar alemán, pero germanófobo por experiencia personal y familiar, que le vinculaba sentimentalmente a Austria-Hungría; francófilo por talante y por linaje, pero moderadamente anglófobo y ferozmente antiitaliano y antiyanqui.

			En esa tesitura, en diciembre de 1915 volvió al poder Romanones para inaugurar un nuevo turno liberal. Las elecciones convocadas en marzo de 1916, que trataron de contentar a todas las facciones conservadoras y liberales, arrojaron una cómoda victoria para estas últimas: 230 escaños de un total de 409. El gabinete apoyó un ambicioso programa de reforma fiscal pergeñado por Santiago Alba, que preveía un aumento del gasto público en infraestructuras por valor de 2.134 millones a cargo de un impuesto extraordinario sobre los beneficios de guerra, pero la oposición del empresariado catalán y vasco, orquestada por Cambó, fue tan enérgica que frustró la iniciativa. Romanones parecía destinado a dar un paso más allá de la «neutralidad neutra», y de septiembre de 1916 a abril de 1917 trató de buscar una excusa apropiada para romper con Alemania, sin declarar por ello la guerra a los Imperios Centrales. Los embajadores austrohúngaro y alemán desencadenaron entonces una campaña de difamación desde la prensa afín. En febrero de 1917 estalló una crisis diplomática con el recrudecimiento de la campaña submarina contra los mercantes españoles. La resistencia de los presidentes de las Cámaras (Villanueva y García Prieto) a enviar un ultimátum a Berlín, la actitud remisa del rey y una estéril polémica con Miguel Primo de Rivera ante la propuesta de este de permutar el protectorado marroquí por Gibraltar llevaron a la dimisión de Romanones. García Prieto, marqués de Alhucemas, llegó al poder con un programa estrictamente neutralista. En un contexto de radicalización democrática y de creciente hostilidad de los intelectuales aliadófilos hacia el rey, se celebró una reunión multitudinaria de los mauristas el 29 de abril y un gran mitin de las izquierdas en la plaza de toros de Madrid del 27 de mayo, donde los oradores destacaron la conexión entre guerra y revolución, y lanzaron veladas amenazas al monarca para que retornase a la neutralidad benévola hacia los aliados. Tras el revuelo suscitado por la asamblea de los republicanos, García Prieto decidió prohibir el 30 de mayo la celebración de todo acto que tratase de la guerra. Víctima de las tensiones diplomáticas y domésticas, el gabinete solo permaneció cuatro meses en el poder.

			1.2 La triple ofensiva reformista-revolucionaria del verano de 1917

			La guerra provocó serios desequilibrios en la economía del país. El desabastecimiento provocó motines contra la carestía del pan, ya que la Ley de Subsistencias de 28 de febrero de 1915 que impedía la exportación, bloqueaba las subidas de precios y reducía los derechos de importación de trigo y harinas no surtió efecto, como tampoco una segunda ley promulgada el 12 de noviembre de 1916. Tras un significativo descenso de la conflictividad sociolaboral de 1914 a 1916, este último año presenció un cambio de tendencia hacia un mayor número de jornadas de huelga. La producción y los jornales en la España agrícola aumentaron hasta 1916, y desde mediados de 1917 iniciaron una curva descendente. La mala cosecha de 1915 y las exportaciones de alimentos extremaron la carestía y la exasperación entre los obreros urbanos, excitados por un encarecimiento generalizado de los alquileres. El crecimiento de la demanda externa y los problemas para importar llevaron a fuertes alzas de precios desde 1916. El descontento obrero se agudizó en 1917, ante la reducción de los salarios reales motivada por la inflación: en 1914 el coste de la vida aumentó un 8%; en 1915 un 12%; en 1916 un 16%, y en esos momentos alcanzaba un 26%. Entre 1913 y 1918, el índice de precios ascendió de 100 a 218 y el de salarios de 100 a 125. El ascenso espectacular de los precios venía dado por la crisis agrícola y de subsistencias resultante del bloqueo alemán, de las acciones especulativas de los acaparadores de alimentos y del crecimiento de la demanda interior y exterior.

			Las organizaciones obreras intentaban canalizar el descontento social hacia la transformación global del sistema político. Fue el socialismo quien dio el primer paso en el camino de la rebeldía. En la resolución final del XII Congreso de UGT, fechada el 23 de mayo de 1916, se preveía el nombramiento de una comisión de ayuda al Comité Nacional del sindicato para la preparación de un paro general pacífico de 24 horas contra la carestía de la vida, que debía ser apoyado por todas las organizaciones proletarias. La huelga se trocaría en indefinida si el Gobierno no daba satisfacción a las reivindicaciones de la clase obrera. Llegado ese extremo, la salida previsible era la conquista del poder. El 17 de julio se firmó formalmente el Pacto de Zaragoza, donde la UGT y la CNT se aliaban para exigir del Gobierno una resolución del problema de las subsistencias, y proclamaban la pertinencia de una huelga general como medio de presión. Se convocó una huelga ferroviaria, pero, atemorizado por las imprevisibles consecuencias de un paro en los transportes, Romanones suspendió las garantías constitucionales el 13 de julio, ordenó la detención de los firmantes del pacto y encarceló a cientos de sindicalistas. A pesar de este hostigamiento, el 18 de diciembre el PSOE, la UGT y la CNT organizaron el primer paro general con éxito de la historia del país, que prefiguraba el movimiento de agosto del año siguiente. La situación se hizo especialmente tensa en la primavera de 1917, con el recrudecimiento de la polémica sobre la intervención, el mantenimiento de la carestía en los productos básicos, las desasosegantes noticias sobre la Revolución rusa de febrero y la declaración alemana de bloqueo submarino el 1 de ese mes, con la secuela del hundimiento de varios barcos españoles. Por si esto fuera poco, Romanones cerró abruptamente las Cortes el 26 de febrero para evitar críticas a su gestión. El 5 de marzo, delegados de la UGT y la CNT se volvieron a reunir en Madrid para organizar un movimiento huelguístico de mayor alcance, y el día 27, en una reunión celebrada en la Casa del Pueblo de Madrid, representantes de ambos sindicatos firmaron un manifiesto «A los trabajadores españoles y al país en general», redactado por Besteiro y donde se proclamaba la necesidad de que el proletariado lanzase una huelga general proclamada en fecha oportuna, pero sin plazo definido de terminación. Era un verdadero ultimátum al Gobierno, que respondió declarando sedicioso el manifiesto y deteniendo a sus firmantes y a cientos de militantes. Las garantías constitucionales fueron suspendidas de nuevo hasta el 22 de abril, al tiempo que se establecía la censura previa sobre temas internacionales y de orden público.

			El verano de 1917 marcó el ápice de una coyuntura especialmente conflictiva, donde muy distintas fuerzas trataron de conquistar, mediatizar o compartir el poder por diversos medios, incluidos los potencialmente violentos. Según la interpretación clásica de Lacomba, en junio-agosto se dieron tres movilizaciones sucesivas que se influyeron recíprocamente, pero que al ser paralelas y en último término antagónicas, debilitaron pero no hundieron el entramado oligárquico-caciquil. Cronológicamente, la primera manifestación conflictiva procedió del corazón del Estado. La rebelión «mesocrática» de las Juntas Militares de Defensa era la culminación de un proceso de creciente intervencionismo del Ejército en la política interior. Tras el estallido de la conflagración europea, los ministros Echagüe y Luque quisieron introducir reformas tendentes a la reducción de plantillas. Estos intentos de cambio del statu quo irritaron a los militares, afectados además por el deterioro de sus condiciones de vida. Los oficiales de Barcelona empezaron a asimilar los principios sindicalistas, y a partir de la segunda mitad de 1916 fundaron las Juntas Militares de Defensa en la capital y en otras guarniciones catalanas como un intento de salvaguardia corporativa frente al deterioro salarial y las continuas muestras de favoritismo del alto mando, del rey y del Gobierno en cuestión de recompensas y ascensos, sobre todo en lo relacionado con la campaña marroquí. A inicios de 1917, las Juntas se extendieron por toda España, salvo en Madrid. Su lenguaje era regeneracionista, antiturnista, antipalaciego y antiafricanista. Denostaban el sistema parlamentario y exigían respeto a la institución militar, «verdadera médula de la Patria». En principio, las Juntas fueron del agrado del capitán general de Cataluña, Felipe Alfau, ya que cuando le presentaron el reglamento a inicios de 1917 animó a los oficiales a proseguir su actividad. No hubo problemas hasta que con la Revolución rusa de febrero-marzo de 1917 el rey temió que la existencia de las Juntas fuera una amenaza directa al régimen, por lo que Romanones ordenó a Alfau su disolución a inicios de abril. Tras el arresto el 26 de mayo en Montjuïc de la Junta Superior radicada en Barcelona, el malestar estalló de improviso el 1 de junio con un duro manifiesto de la Junta suplente, que, además de un pronunciamiento interno, se interpretó como un verdadero ultimátum al poder civil, ya que se preveía el asalto de las capitanías generales y los gobiernos militares (a cuya cabeza se colocarían jefes dispuestos al reconocimiento de las Juntas y a la aceptación de sus reivindicaciones) si la Junta Suprema no era liberada en el plazo de 12 horas. Antes de su vencimiento, el capitán general José Marina, que había sustituido a Alfau el 27 de mayo, dejó en libertad a los detenidos, asumiendo toda la responsabilidad. Ese verano, las Juntas representaban a la casi totalidad del escalafón de Infantería, ya que en 86 de las 90 ciudades donde existía ese arma todos los oficiales pertenecían a ella. Esta insumisión militar fue considerada por los grupos antisistema como un desafío al Estado. No resulta extraño que las Juntas fueran apoyadas en principio por los parlamentarios catalanes, por los republicanos y por las organizaciones obreras, que las consideraban como una vía segura para el derrocamiento de la monarquía. Craso error. Tras la dimisión de García Prieto el 11 de junio, el gobierno conservador de Dato estabilizó la situación al legalizar el reglamento de las Juntas el 12 de junio y suspender el día 25 las garantías en toda España, lo que le permitiría tener las manos libres para desplegar una política represiva durante la huelga general de agosto.

			La carencia de libertades civiles y la dramática situación social agravaron el malestar popular. Al no querer reanudar las sesiones de Cortes, el 5 de julio los catalanistas solicitaron su reapertura para abordar una renovación del texto constitucional. Se organizó en Barcelona una asamblea de parlamentarios que pretendía presionar al poder para lograr una auténtica regeneración política democrática, cifrada en la soberanía nacional plena, una mayor independencia del poder legislativo, la descentralización administrativa y la autonomía regional. Si el rey no la sancionaba, se formaría un gobierno provisional y reconvocarían Cortes Constituyentes que encarnaran «la voluntad soberana del país». A la convocatoria asambleísta solo acudieron 71 parlamentarios catalanistas, reformistas, republicanos y socialistas, lo que representaba menos del 10% del Parlamento. A pesar de las precauciones tomadas por Cambó para evitar que tuviera tono separatista, la reunión convocada en Barcelona fue declarada facciosa y disuelta el 19 de julio sin excesiva convicción por el Gobierno. Tras la disolución incruenta de la Asamblea, las organizaciones sindicales pasaron a encabezar la protesta, preparando una huelga general de duración indefinida que debiera conducir a un cambio abrupto de régimen. Los socialistas pensaban patrocinar una «revolución democrático-burguesa» al estilo de la rusa de febrero-marzo: un cambio que habría comenzado con la Asamblea de Parlamentarios, continuaría con una acción popular en forma de huelga y se remataría con el exilio del rey y la participación socialista en un gobierno provisional presidido por Melquíades Álvarez, que convocaría Cortes Constituyentes. El 5 de junio, el PSOE y la UGT llegaron a un pacto con el republicanismo y con el reformismo para formar el futuro gobierno. El 16 se nombró un comité revolucionario formado por Álvarez (reformista), Lerroux (radical), Largo Caballero (UGT) e Iglesias (PSOE), quien por razones de salud fue reemplazado por Besteiro. Se especuló con el apoyo de un sector del Ejército, pero también se acordó que si los militares junteros intentaban imponer una dictadura, se declararía inmediatamente una huelga general defensiva. Los socialistas se negaron a que la huelga coincidiera con la convocatoria de la Asamblea de Parlamentarios, y tampoco se logró la concordancia con las otras fuerzas políticas: Cambó se oponía resueltamente a la huelga, los republicanos dudaban de la real voluntad revolucionaria de los militares, los junteros rumiaban un movimiento en solitario de carácter antidemocrático y los cenetistas habían roto virtualmente el pacto de acción con la UGT que tan buenos resultados había dado en diciembre anterior. Del 19 al 23 se declaró abruptamente en Valencia una huelga ferroviaria. El día 20, mientras se erigían barricadas por toda la ciudad y se recrudecían las colisiones entre obreros y fuerzas del orden, se declaró el estado de guerra hasta el día 25. Aprovechando la coyuntura, la UGT decidió proclamar de inmediato el paro ferroviario en todo el país, y el 9 de agosto el PSOE y el sindicato socialista decidieron convocar una huelga general política de carácter indefinido para el lunes 13. En el manifiesto del comité de huelga del PSOE-UGT (formado por Besteiro, Saborit, Anguiano y Largo Caballero) de 12 de agosto se solicitaba un gobierno provisional, elecciones limpias y Cortes Constituyentes que abordaran los grandes problemas del país. El paro se fue propagando de forma desigual (tuvo gran éxito en Madrid, Cataluña, Bilbao, Galicia, Asturias, Valencia, Palencia, Zaragoza, Jaén, Valladolid, Vitoria, Salamanca, Alicante, cuencas mineras de León, Huelva, Jaén, Córdoba y Cartagena, etc.), pero en algunas zonas se transformó de manifestación pacífica en algarada revolucionaria, sobre todo por la represión gubernamental o por la intervención de grupos radicales. El Gobierno, que había tomado medidas preventivas desde finales de junio, puso de inmediato en funcionamiento su dispositivo de respuesta: el mismo día 13 proclamó el estado de guerra, y el Ejército, la Guardia Civil, la Policía de Seguridad y pequeños contingentes de «policías honorarios» ocuparon los puntos estratégicos de las ciudades. Aunque el comité nacional de huelga, travestido en comité revolucionario por la prensa derechista, fue detenido el día 14 en Madrid y el paro perdió su dirección desde ese momento, el conflicto duró hasta el sábado 18 (salvo en Asturias, donde la huelga fue firmemente mantenida hasta el día 29), y se saldó, según el Gobierno, con un total de 80 muertos, 150 heridos y unos 2.000 detenidos, que pasaron a la jurisdicción militar. La doble táctica de intervención violenta y de presión pacífica sobre la monarquía fracasó de forma estrepitosa, y abrió las compuertas a una amplia acción represiva.

			El movimiento de agosto de 1917 fue la primera huelga general revolucionaria de alcance nacional de la historia de España, y la culminación de tres ofensivas consecutivas (una sedición de un sector integrado en el sistema, una rebeldía de los grupos que buscaban integrarse en él mediante la reforma y una revolución de los empeñados en subvertirlo desde fuera) que al final no fundieron sus objetivos. Las razones que se pueden aducir para su fracaso son múltiples. En primer lugar, la débil estructura de la trama revolucionaria en la mayor parte del país. Además, la huelga se había anunciado con días de antelación, dando oportunidad al Gobierno de poner a punto su dispositivo represor. El paro dejó de ser pacífico, y, en último término, fue derrotado por la deficiente preparación y la escasa definición de sus objetivos políticos. No menos importante fue la división estratégica del proletariado, evidenciada en los manifiestos anarquista de 17 de julio y socialista de 12 de agosto: la CNT se lanzó a la huelga sin coordinación con la UGT, y la acción se fue al traste por la creciente inhibición de los socialistas. Otra razón para la frustración del movimiento revolucionario fue la casi absoluta desmovilización campesina, que en lugar de haber secundado la sedición urbana se mantuvo inerte y abrió un período de agitación independiente desde 1918. Hay que reseñar, por último, la falta de apoyo de la mayor parte de los partidos republicanos, implicados en la transformación democrática del sistema, y el legalismo casi sin fisuras de un Ejército que, por penúltima vez, se volcó en defensa del régimen, actuando con más dureza y determinación que en 1909, lo que propició a su vez el reflujo de la actuación sediciosa de las Juntas de Defensa.

			1.3 Las consecuencias de los sucesos de 1917

			Las consecuencias del fracaso de 1917 fueron tan decisivas como en 1909, pero esta vez en un sentido de desarticulación del impulso de cambio. La Lliga y el reformismo iniciaron su incorporación al sistema monárquico, como también hizo de hecho el Partido Radical. La CNT, que calificó de traición la convocatoria de una huelga general con finalidad política, acentuó su aborrecimiento de la política y del parlamentarismo, mientras que los dirigentes del PSOE y la UGT, ante el descenso de la afiliación, que se aceleraría en 1918, reafirmaron sus recelos a una colaboración con cualquier sector de la burguesía empeñado en una rectificación democrática del sistema, fuera por medios revolucionarios o consensuales. La Conjunción Republicano-Socialista establecida en 1909 quedó virtualmente rota en 1918, y de manera oficial en el Congreso extraordinario del PSOE de diciembre de 1919. Las secuelas de los varios acontecimientos subversivos de 1917 fueron también de no poca trascendencia para la España conservadora. El miedo de las clases propietarias a una revolución socialista se hizo palpable desde la crisis de agosto. La gente de orden colaboró patrullando las calles junto al Ejército y la Policía, estableciendo una alianza tácita que se intensificaría en los años siguientes, muchas veces al margen de las autoridades civiles. Con la agudización de los problemas de orden público, muchos militares evolucionaron hacia formas de pensamiento autoritarias, basadas en un militarismo dinástico, conservador y antiparlamentario. La crisis de 1917 llevó al fin virtual del sistema del turno con la crisis del gobierno Dato en octubre de ese año por la presión castrense, y puso el primer clavo en el ataúd de un régimen que asistiría impotente a su propio entierro en septiembre de 1923. Tras los sucesos del verano, las Juntas de Defensa renunciaron a la alianza con los grupos antirrestauracionistas para impulsar un vago programa de reforma política henchido de los lugares comunes del regeneracionismo finisecular, y se recluyeron en reivindicaciones corporativas que en no pocas ocasiones enmascararon un asalto indirecto al poder civil. Las discrepancias entre las Juntas y el Ministerio de la Guerra por el procesamiento del comité de huelga desembocó en la exigencia de dimisión de Dato el 23 de octubre. Con García Prieto al frente de un gobierno de concentración (romanonistas, prietistas, mauristas, ciervistas y catalanistas) desde el 3 de noviembre, La Cierva propuso encauzar el movimiento juntero haciéndose intérprete de sus demandas. El ministro acalló las protestas profesionales con un proyecto de ley de bases para la reorganización del Ejército de 29 de junio de 1918 que estabilizó plantillas, redujo el cuadro de mandos, suprimió los ascensos por méritos y aumentó las retribuciones. Estimulado por las renuncias del poder civil, el Ejército iba camino de convertirse en el primer poder de la nación, irrumpiendo progresivamente en la política con la aquiescencia del rey, hasta asumir funciones de gobierno en septiembre de 1923.

			2. La crisis política, económica y social de la posguerra, 1918-1923

			A partir de 1917, la crisis del régimen de la Restauración se plasmó en las crecientes divisiones internas de los partidos dinásticos, huérfanos de una jefatura indiscutible y amenazados por el nacimiento de nuevas formaciones políticas y sindicales (Conjunción Republicano Socialista, Partido Reformista, CNT) o el empuje de otras (Lliga, PSOE-UGT) que les arrebataron su hegemonía en las ciudades y canalizaron las aspiraciones de la clase media y de las masas trabajadoras marginadas de los centros de poder del régimen. La solución de emergencia arbitrada fueron los gobiernos «nacionales» o de concentración que se sucedieron en esos años, pero que acarrearon como consecuencia unos gabinetes dispersos y mal cohesionados, que se fracturaban a la primera crisis seria por exceso de personalismos y carencia de liderazgo y de programa, acentuando la frustración y el escepticismo de la opinión pública. El gobierno de concentración de García Prieto (con los regionalistas catalanes y La Cierva como hombre de las Juntas Militares) sobrevivió hasta el 22 marzo de 1918 entre disensiones internas y el acoso parlamentario de los grupos de Dato y Alba. Ante las dificultades para formar una mayoría parlamentaria y con la amenaza de una abdicación real, Maura lideró un Gobierno Nacional formado por los cabeza de fila de las diferentes tendencias dinásticas, incluido el lligaire Cambó en Hacienda. El Gobierno concedió una amnistía a los revolucionarios del año anterior, implantó la guillotina para agilizar los debates parlamentarios y promulgó una ley de bases para consolidar la inamovilidad de los funcionarios y establecer criterios de antigüedad para su promoción. El gabinete logró capear las disensiones internas (la beligerancia antialemana de Romanones y las tensiones entre Alba y Cambó), hasta que la no aprobación de los presupuestos provocó su crisis definitiva el 9 de noviembre de 1918. Justo entonces, la Lliga inició una campaña en pro de la autonomía integral que acabó rompiendo la frágil unidad del fugaz gabinete de García Prieto, ya que Romanones se pronunció a favor y Alba en contra de la reclamación de autogobierno para Cataluña. El nuevo gabinete presidido por Romanones entre diciembre de 1918 y abril de 1919 trató en vano de integrar a España en las conversaciones de paz tras el conflicto europeo, pero se vio atenazado por la amenaza de la movilización estatutista catalana y municipalista vasca (que trataron de conjurarse con la creación de una comisión interpartidaria y la presentación de un proyecto de ley de autonomía catalana y municipal) y el estallido de la agitación social en Barcelona.
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